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 “El mérito y la satisfacción alcanzados por la redacción de las siguientes líneas van dedicados con mucho cariño a mis padres”.

Introducción
El presente Trabajo de Investigación monográfico la he formulado para colaborar modestamente con el avance del Derecho. He escogido por libre iniciativa un tema relativo al Derecho Administrativo “La cosa decidida”, y que con la debida aprobación por parte del ilustre Jurado Evaluador, espero modestamente haber colmado vuestras expectativas.

El procedimiento administrativo peruano atraviesa un momento particularmente interesante, ya que podemos afirmar que nos encontramos en una etapa de cambios y reformas y fundamentalmente en la etapa de la constitucionalización del Derecho Administrativo. Una de las críticas más reiteradas, o un tema que causa gran controversia es aquel que se refiere a la aplicación del principio "del debido proceso" en sede administrativa y si corresponde, o no, la revisión de actos administrativos firmes en instancia judicial.

Una cuestión lógica que garantice la seguridad jurídica y la necesidad de que el Poder Judicial y el Tribunal Constitucional revise las decisiones de la administración pública, ha obligado a que se analice la racionalidad de varios presupuestos teóricos y también prácticos en la búsqueda de ciertos extremos que constituyan un ámbito más "tranquilizador" y que permita la construcción de un procedimiento administrativo tipo más ágil y garantista, como modelo de aplicación en un procedimiento administrativo moderno.
La doctrina y la jurisprudencia hablaban de la casa decidida. Recogiendo esos valiosos aportes, pretendo estudiar: a) qué función cumple este tópico jurídico en el Derecho Administrativo peruana, su origen, naturaleza y efectos jurídicos; b) qué relación guardan entre sí el citado axioma jurídico y la cosa juzgada como derecho fundamental y, a su vez, como carácter inalienable de algunas resoluciones judiciales en conexión con el debido proceso aplicado también al procedimiento administrativo, y c) en qué medida puede controlar el Tribunal Constitucional, invocándose ante él el derecho a la seguridad jurídica, a la inamovilidad de las resoluciones o actos firmes.

Dentro de los temas específicos que trataré, el que mayor dificultad presenta, es el relativo al debido proceso y que por didáctica no me centraré en el estudio de algún caso concreto en particular, ya que ese trabajo sería materia de otra investigación.
Cosa decidida
a) Definición.-

La cosa decidida es un concepto tradicional que hace referencia a aquel acto contra el cual no procede recurso administrativo, vale decir, ha quedado firme.

Se tiene que los pronunciamientos emitidos en sede diferente a la jurisdiccional, es decir en sede administrativa, constituyen cosa decidida, la cual se define como la resolución emitida para poner fin a una discrepancia en instancia diferente a la jurisdiccional como sucede en el procedimiento trilateral; que también es comprendida como parte del debido proceso en sede administrativa. Sin embargo, el Doctor Juan HURTADO POMA
, nos habla además del pronunciamiento del Ministerio Público referida a la Disposición de Archivo Fiscal, a la cual la denomina "Cosa Decidida Fiscal"
 para diferenciarla de su símil administrativa que es susceptible de cuestionamiento a través del proceso contencioso administrativo, a diferencia de la primera.
b) Tratamiento Jurídico.-

El inciso décimo tercero del artículo 139 de la Constitución Política del Estado, contempla, dentro de los principios y derechos de la función jurisdiccional, la de la cosa juzgada, expresada de la siguiente forma: "La prohibición de revivir procesos fenecidos con resolución ejecutoriada. La amnistía, el indulto, el sobreseimiento definitivo y la prescripción producen los efectos de cosa juzgada"
.

Esta garantía también se encuentra recogida en el inciso segundo del artículo 139 de nuestra Carta Magna, pues en dicha norma se establece la imposibilidad de dejar sin efecto resoluciones que han pasado en autoridad de cosa juzgada, dicha institución ha tomado tal relevancia en la definición de la seguridad jurídica de las naciones que inclusive ahora es considerada por muchas legislaciones como un derecho fundamental que forma parte del debido proceso.

La cosa decidida también va vinculada jurídicamente en forma muy estrecha al derecho fundamental que la propia Constitución establece: La pluralidad de instancia
, contemplado en su inciso sexto del artículo 139.
En ese orden general de ideas, para esclarecer más aun el panorama sito el pronunciamiento del supremo interprete de la Constitución y de las leyes, al Tribunal Constitucional, pues éste señala: “El Tribunal Constitucional sostiene que la impugnación extemporánea del acto lesivo en sede administrativa, no puede considerarse como agotamiento de la vía previa, éste quedó en calidad de cosa decidida”
 con lo cual despeja toda duda sobre la existencia de la cosa decidida en nuestro derecho administrativo.
c) Efectos Jurídicos.-

Uno de los efectos de las resoluciones en materia penal al haber alcanzado la autoridad de cosa juzgada es la prohibición de que el mismo órgano jurisdiccional, por los mismos fundamentos se pueda volver a juzgar a la misma persona, tal prohibición debe cumplir con los requisitos de la triple identidad antes referida (a) Las mismas partes, b) Los mismos hechos y c) La misma acción.) que en el caso de la tercer presupuesto, nuestro Tribunal Constitucional ha denominado "identidad de causa de persecución"
 haciendo clara alusión al aspecto procesal de la garantía materia de comentario.

La cosa decidida tiene como principal efecto que los actos firmes adquieren la condición de inamovibles, pero esto solo en sede administrativa, ya que son pasibles de ser recurridos vía judicial, en la forma y plazos establecidos por ley mediante la acción contenciosa administrativa.

Con la aplicación del Nuevo Código Procesal Penal en nuestro medio, ha sucedido un hecho de controversia en cuanto al problema que de cotidianamente afrontan los Despachos Fiscales de Investigación, pues la legislación no ha aclarado si la Disposición de Archivo Fiscal
 adquiere la calidad de cosa juzgada o la de cosa decidida; para ello debemos hacer referencia al pronunciamiento del Tribunal Constitucional emitido en el Expediente N° 2725-2008-PHC/TC, donde entre sus fundamentos jurídicos 15 a 19, establece que la resolución de archivo fiscal no es cosa juzgada, pero es semejante y con los mismos efectos, y no permite reabrir un caso sobre el cual ya existe una "clausura definitiva", situación que si se presentara nos encontraríamos ante una vulneración del ne bis in idem procesal (no dos veces sobre lo mismo). 

A ello debemos agregar que tal pronunciamiento del máximo intérprete de la Constitución, diferencia claramente la posibilidad de reaperturar la investigación, sólo en el caso que el fundamento del archivo fiscal haya sido la insuficiencia de elementos probatorios, situación que al verse superada por la posterior aparición de elementos de convicción que se desconocían al momento de la expedición del archivo fiscal que asumió los efectos de cosa juzgada por seguridad jurídica siendo cosa decidida, el camino se encuentra expedito para reaperturar la investigación; lo cual no sucede frente al supuesto en el cual se archivó por que los hechos no constituyen delito. 

Tal posibilidad es una exigencia de nuestra nuevo ordenamiento procesal penal y se encuentra recogida en el inciso segundo del artículo 335 del Nuevo Código Procesal Penal, donde se establece la excepción a reaperturar por otro fiscal una investigación archivada por el Fiscal Provincial o por el Fiscal Superior, cuando se trate de los mismos hechos, salvo que se aporten nuevos elementos de convicción, disponiendo un reexamen por parte del fiscal que previno.

Conforme a lo anteriormente expuesto, podemos concluir que: 

· La Disposición de Archivo Fiscal no constituye Cosa Juzgada sino cosa decidida, pero tiene los mismos efectos que la primera cuando su fundamento es el que los hechos presentados al Ministerio Público no son delito o no se encuadran a algún tipo penal, a diferencia de basarse en una insuficiencia probatoria.

· Que el reaperturar una investigación previamente cerrada por una Disposición de Archivo Fiscal, cuando concurren los presupuestos de la triple identidad y el fundamento del archivo fue la atipicidad de los hechos, se vulnera la garantía del ne bis in idem procesal. 

· Una investigación fiscal puede ser reaperturada cuando se haya realizado una deficiente investigación fiscal y/o policial y sobre todo cuando surjan nuevos elementos de convicción de los cuales no se haya tenido conocimiento al momento de expedir la Disposición de Archivo Fiscal.

Diferencias entre la cosa decidida y la cosa juzgada
Para Marcial Rubio, a su vez, “en buena cuenta, la potestad jurisdiccional puede ser definida como aquella atribución del poder del Estado que le permite resolver valida y definitoriamente los conflictos que se presentan en la sociedad, aunque debe advertirse que el hecho que el Poder Judicial tenga la potestad jurisdiccional no implica, sin embargo, que sea el único órgano del Estado que puede resolver conflictos”
.
Lo anterior nos lleva a la noción de cosa juzgada como exclusiva de los órganos jurisdiccionales, la cual “se sustenta en los siguientes tres pilares: la inimpugnabilidad, la inmutabilidad y la coercibilidad de la sentencia. Por la primera se entiende la imposibilidad de revisar internamente un fallo judicial que ha quedado firme. Por la segunda, la imposibilidad de su ulterior modificación por algún agente externo al poder judicial. Y la tercera alude a la posibilidad del cumplimiento de la sentencia a partir de su exigibilidad y ejecución”
.
Ahora debemos distinguir entre:

· Acto que “causa estado”.

· Acto firme.

· Acto consentido.

· “Cosa decidida” en sede administrativa.

Decir que una resolución ha adquirido la calidad de cosa juzgada equivale a que no puede ser modificada ni que el proceso sea reabierto. Una resolución adquiere tal calidad cuando el justiciable ha hecho valer todos los recursos impugnatorios que la ley le otorga en defensa de sus pretensiones; o pudiendo hacerlo ante una resolución emitida por una instancia intermedia deja transcurrir el tiempo y no acciona ejercitando un derecho fundamental que la propia Constitución establece: La pluralidad de instancia. En este contexto se hace referencia en primer término a la resolución que ha quedado ejecutoriada y en segundo a la resolución consentida.

El concepto de “causar estado” proviene de la experiencia española antigua, en particular de la Ley española de la jurisdicción contencioso-administrativa de 1888 (Ley Santamaría de Paredes) Causar estado, implica, el agotamiento de los recursos que franqueaba la “vía gubernativa”, antes de acceder a la jurisdicción de los órganos propios de la “administración contenciosa”. Es una expresión antigua y se mantiene por tradición. No toda actuación administrativa debe “causar estado”, para poder ser impugnada jurisdiccionalmente, este requisito es aplicable únicamente para la impugnación jurisdiccional de actos administrativos. Acto que causa estado, es aquél que agota o pone fin a la vía administrativa porque fija de manera definitiva la voluntad de la Administración, constituye la manifestación final de la acción administrativa respecto de la cual no es posible la interposición de otro recurso administrativo.

La diferencia entre la cosa juzgada con “la cosa decidida” o “cosa juzgada administrativa” o “acto definitivo” estriba en que este concepto se refiere a la inmodificabilidad de una decisión en sede administrativa, aunque tras ello aun cabe la posibilidad de atacar tal decisión ante los órganos jurisdiccionales mediante la acción contenciosa-administrativa, por lo que la “cosa decidida” no es en rigor inalterable.

De hecho, la doctrina distingue claramente entre la labor resolutoria de la administración y la que desarrollan los órganos dotados de jurisdicción, sobre la base de elementos muy precisos:

“En nuestra opinión las diferencia entre Administración y Jurisdicción se centran en tres aspectos:

(i) La actuación del derecho objetivo solo se realiza por la Jurisdicción ante el ejercicio de pretensiones y resistencias, lo que nos obliga a precisar los conceptos de unas y otras.

(ii) La jurisdicción actúa el derecho objetivo en modo irrevocable y ello deba a determinar lo que se entiende por cosa juzgada.

(iii) La Jurisdicción opera siempre con desinterés objetivo, lo que se explica mediante la imparcialidad objetiva y la diferencia entre autotutela y heterotutela”
.

Conclusiones
· El Procedimiento Administrativo General está constitucionalizado y por ende toda entidad que este inmersa en la competencia de dicha ley debe aplicarla respetándolas demás leyes vigentes y sobre todo en observancia a la Constitución Política del Estado.

· Al estar comprendido la cosa juzgada en la constitución, nos dificulta la tarea de diferenciarla con la cosa decidida, la cual solo se encuentra expresamente declarada en la ley especial que es la ley 27444.
· Existe la tendencia de suponer que tanto la cosa juzgada y la cosa decidida son semejantes, pero luego del trabajo de investigación realizado podemos constatar que se trata de dos instituciones del derecho totalmente diferentes, solo se puede hablar de cosa decidida en la instancia administrativa y de cosa juzgada en la vía jurisdiccional, y en ese sentido solo los actos de la administración adquieren la calidad de cosa decidida y solo las resoluciones de los órganos jurisdiccionales adquieren la calidad de cosa juzgada.
· La diferencia substancial entre la cosa decidida y la cosa juzgada se ciñe en sus efectos jurídicos, ya que la cosa decidida otorga al acto administrativo la inmodificabilidad solo en sede administrativa siendo pasible de su revisión vía proceso contencioso administrativo mediante la acción contenciosa administrativa a diferencia de la casa juzgada que le da a las resoluciones judiciales el carácter de inimpugnabilidad, inmutabilidad y coercibilidad.
· No hay duda que la seguridad jurídica de pende en gran medida del respeto de la cosa juzgada y sobre todo de la cosa decidida tanto en sede judicial como en sede administrativa respectivamente. 
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